Tribunal:  Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, sala D(CNCom)(SalaD) 

Fecha:  27/05/2005 

Partes:  Alberio de Paglietino, María A. y otros s/tercería en: Industrias de Maíz S.A. c. Alberio, Ricardo C. y otros 

TEXTO COMPLETO: 

2ª Instancia. - Buenos Aires, mayo 27 de 2005.

El doctor Cuartero dijo:

1. a) Los herederos en las sucesiones de José Serafín Alberio y de María Luisa Prada de Alberio celebraron cierto convenio de partición y adjudicación de bienes (copia en fs. 38 de este expediente), el cual fue judicialmente homologado el 9.9.81 (fs. 45); luego, el 21.10.94, mediante un nuevo acuerdo los interesados ratificaron y, en alguna medida, aclararon o modificaron el referido convenio (fs. 50 de esta misma causa).

Por consecuencia de todo lo anterior, ciertos inmuebles ubicados en la calle Río de Janeiro y en la Av. Díaz Vélez fueron adjudicados a Raquel María Alberio de Celario y a María Adela Alberio de Paglietino.

Posteriormente, por escritura del 22.11.96, la primera de las nombradas en el párrafo anterior donó la nuda propiedad de las partes indivisas que le correspondían -entre otros- en esos inmuebles a sus hijas, Raquel Rosario Celario, María Inés Celario y María Rosa Celario (fs. 57).

Pendiente la escrituración de las transferencias dominiales de aquellas cuotas partes indivisas en los dos inmuebles referidos, varios de los partícipes en los convenios de adjudicación de bienes fueron sujetos pasivos de la medida cautelar de inhibición general de bienes, tal como resulta de los informes de fs. 13, 15, 17, 18, 19, 21 y 23 de este expediente, medida anotada el 8.8.97.

En las circunstancias descriptas, María Adela Alberio de Paglietino, Raquel Rosario Celario, María Inés Celario y María Rosa Celario iniciaron la presente tercería de dominio, en la que pretendieron el levantamiento de esa inhibición general de bienes, a efectos de escriturar las cuotas partes indivisas que les corresponden según aquellos convenios de partición y adjudicación de bienes y la mencionada donación; la acción fue dirigida, obviamente, contra la actora en el juicio ordinario en cuyo marco de trabó la medida cautelar -Industrias de Maíz SA, la inhibiente- y contra varios de los allí demandados.

Los allí demandados e inhibidos se allanaron a la demanda de tercería (fs. 109, 122 y 146 de este expediente) y uno de ellos fue declarado rebelde (fs. 132).

En su contestación a la demanda (fs. 154), Industrias de Maíz SA resistió a las pretensiones de las terceristas.

1. b) La sentencia definitiva de primera instancia dictada en fs. 273 desestimó la acción de tercería, con costas a las demandantes.

Fue juzgado que los convenios de partición y adjudicación de bienes -aun cuando el primero de ellos había sido homologado judicialmente- conferían un derecho a la cosa, mas no un derecho en la cosa, siendo indiferente que las terceristas tuviesen la posesión del inmueble: ellas tienen un derecho personal respecto de quienes participaron en esos convenios, mas no el derecho real de dominio sobre los inmuebles, como lo revelaba el hecho que la propiedad de esas cosas se hallaba registrada a nombre de los inhibidos en el juicio ordinario.

Con cita y aplicación de un precedente de esta Sala -al que más adelante me referiré-, también fue dicho que si bien esos convenios eran muy anteriores a la fecha en que fueron celebrados los contratos en los que se generó el antedicho juicio ordinario, aquellos convenios eran inoponibles al acreedor que había obtenido y anotado la medida cautelar de inhibición general de bienes.

1. c) De esa sentencia apelaron las actoras, cuya expresión de agravios obra en fs. 305 y fue contestada en fs. 316.

2. a) En general, y en principio, la regla del cciv. 2505 constituye un obstáculo insalvable para la pretensión de las terceristas, pues según tal previsión legal.

"La adquisición o transmisión de derechos reales sobre inmuebles, solamente se juzgará perfeccionada mediante la inscripción de los respectivos títulos en los registros inmobiliarios de la jurisdicción que corresponda. Esas adquisiciones o transmisiones no serán oponibles a terceros mientras no estén registradas."

Derívase de ello que las actoras (a) carecen del derecho real de dominio respecto de las cuotas partes indivisas que les fueron adjudicadas en los inmuebles de la calle Río de Janeiro y de la Av. Díaz Vélez y (b) a todo evento, también carecen de mejor derecho que la acreedora inhibiente en el juicio ordinario, pues sus derechos personales contra los transmitentes de esas cuotas partes indivisas son inoponibles a dicha acreedora, tercera respecto de aquellos convenios y que obtuvo una medida cautelar que impide el perfeccionamiento de la transmisión de esas cuotas partes.

Aun cuando lo dicho sería suficiente para definir la suerte del recurso, deseo agregar algunas otras consideraciones.

2. b) Ha sido dicho que la inhibición general de bienes

"... se traduce en la interdicción de vender o gravar, genéricamente, cualquier cosa, inmueble o mueble registrable de que el deudor pueda ser propietario ..." (Palacio, "Derecho Procesal Civil", VIII, pág. 164, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1985).

Dicho autor señala que:

"La inhibición, una vez anotada, obsta a la disposición de derechos respecto de bienes cuyo dominio se encuentre inscripto en registros públicos" (obra citada, pág. 170).

Es decir: por efecto de la inhibición anotada a su respecto, quienes adjudicaron los bienes a una de las actoras de autos y a quien donó sus cuotas partes indivisas a las otras demandantes, soportan actualmente la interdicción de vender sus bienes o -en general- de transmitirlos o -más precisamente- de perfeccionar la transmisión mediante la escrituración pendiente; en otras palabras: la inhibición obsta a la disposición de derechos por parte de los inhibidos o, si así se prefiere decir, obsta a que perfeccionen el acto de disposición de derechos mediante la escrituración pendiente.

Empero, el mismo Palacio comenta que se ha resuelto -"... correctamente a nuestro juicio ...", dice en la pág. 171 de su obra citada- que una sentencia que condena a escriturar es oponible al tercero inhibiente porque constituye una hipótesis asimilable a la declaración en estado de concurso, lo cual conduce a la aplicación de la regla del cciv. 1185 bis; si bien en el caso no existe una sentencia que condene a escriturar, podría pensarse que la providencia judicial homologatoria del convenio de partición y adjudicación de bienes, sería -en alguna medida, al menos- asimilable a aquella sentencia.

Me permito no compartir esa doctrina, con base en algunas consideraciones expuestas el 6.4.01 "in re" "Serrano, Mabel Beatriz s/tercería en autos Rasic Hnos. S.A. c. Serrano, Juan Alberto s/ejecutivo", precedente citado en la sentencia aquí en revisión, donde dije que la clara e inequívoca previsión del cciv. 2505 parece entrar en colisión, en alguna medida, con la del cciv. 1185 bis, o con la interpretación que alguna doctrina y jurisprudencia han hecho de esta segunda norma mencionada.

Juzgué allí que:

"El cciv. 1185 bis dispone que los boletos de compraventa de inmuebles otorgados en favor de adquirentes de buena fe que hayan pagado, cuanto menos, cierta parte del precio, serán oponibles al concurso o quiebra del vendedor, de modo que el juez del concurso o quiebra podrá mandar que en tal supuesto sea otorgada al comprador la escritura traslativa de dominio.

"La norma se refiere, literalmente, a la hipótesis de concurso o quiebra del vendedor. Empero, alguna doctrina y jurisprudencia han expuesto una interpretación y aplicación extensiva de la previsión, y ella fue invocada por la tercerista de autos: en tanto la télesis de la norma es la de proteger al adquirente de buena fe que ha pagado una cierta parte del precio, no habría motivo para que el acto oponible a la quiebra del vendedor fuese, diferentemente, inoponible a un acreedor embargante del vendedor.

"Según mi juicio, varias razones obstan a esa interpretación extensiva de la norma del cciv. 1185 bis.

"3. a) Dicha previsión constituye, en sustancia y desde un primer enfoque de la cuestión, una excepción en la particular materia concursal respecto del régimen civil general establecido por el cciv. 2505. Si se prefiere, el cciv. 1185 bis dispone una modificación, en materia concursal, del régimen general civil.

"Es evidente que, dado su contenido y ámbito de aplicación literalmente previsto por la norma, el cciv. 1185 bis es de naturaleza concursal, más allá de su inserción dentro del Código Civil; y tan así que: a) la previsión de la ley 19.551:150 "in fine" -norma inequívocamente concursal, incluso por su ubicación en la ley específica que rigió la materia- limitó la aplicación de la regla del cciv. 1185 bis, y b) la actual ley 24.522: 146, párrafo 2°, absorbe esa norma del Código Civil.

"Véase que no es insólito que la ley concursal establezca modificaciones en la regulación común civil o comercial.

"Así, v.gr., según el cciv. 530, "La condición de una cosa (...) prohibida por las leyes, deja sin efecto la obligación"; pero según la LC 112, "La condición de que los bienes legados o donados no queden comprendidos en el desapoderamiento es ineficaz respecto de los acreedores, sin perjuicio de la subsistencia de la donación o legado, ...". 

"En el contrato de comisión, los contratantes con el comisionista no tienen acción contra el comitente, ni éste con aquéllos (ccom 233); mas producida la quiebra del comisionista, la LC 145 establece acciones directas entre el comitente y el contratante con el comisionista.

"Ahora bien: si la norma del cciv. 1185 bis se extendiese más allá de la situación de concurso o quiebra, esa previsión dejaría de ser una excepción o modificación en materia concursal del régimen general del cciv. 2505, para convertirse en una lisa y llana derogación de esta última previsión, la cual no sería aplicable en el ámbito concursal, pero tampoco en el ámbito extraconcursal. Y parece francamente insólito -y totalmente absurdo- que una norma del Código derogue a otra del mismo cuerpo legal, tanto más cuanto ambas fueron introducidas por la misma ley 17.711, que incurriría en auto-contradicción o, si se prefiere, en auto-derogación parcial.

"3. b) Reitero y sintetizo: si se interpreta al cciv. 1185 bis conforme con sus claros términos literales, la norma se presenta como una modificación concursal al régimen civil común; pero si se extiende la disposición al ámbito extraconcursal, la previsión se presenta, insólita y absurdamente, como una derogación del cciv. 2505.

"Ahora bien: reducida a sus adecuados límites -esto es: referida sólo a la materia concursal-, la previsión del cciv. 1185 bis resulta totalmente justificada y razonable.

"En efecto: es claro que a situaciones diferentes bien puede, y aun debe, aplicarse regulaciones jurídicas igualmente diferentes.

"Y es igualmente claro que la situación concursal es bien diferente de la extraconcursal, dado que en aquélla existe un estado de cesación de pagos, comprobado y declarado judicialmente, lo que no se presenta en la hipótesis no concursal. De otro lado, la declaración judicial de la cesación de pagos justifica y motiva la aplicación del criterio de la igualdad de los acreedores -lo cual supone, como principio y entre otras cosas, igualar todos los objetos de las prestaciones debidas por el fallido, convirtiéndolas en prestaciones de dinero, ver art. 127 de la ley 24.522-, y la vigencia de la ley del dividendo o distribución -que, ciertamente, no rige respecto del deudor in bonis-.

"Se verá enseguida -en el apartado 3.c.- que antes de la vigencia del cciv. 1185 bis, la quiebra del vendedor por boleto producía ciertos efectos respecto de la prestación prometida por el enajenante al hallarse in bonis -producía, según se demostrará luego, la inexigibilidad de la obligación de escriturar, y su conversión a una obligación dineraria-.

"Por motivos de política legislativa y de índole sociológica, y por razones de equidad, el legislador de la ley 17.711 consideró inadecuado ese efecto, y produjo el actual art. 1185 bis que mantiene aquella exigibilidad de la obligación de otorgar escritura.

"Mas todo ello -tanto el originario régimen concursal, cuanto la modificación luego introducida a ese régimen concursal-, sólo puede operar lógicamente dentro del ámbito concursal al cual está literal y expresamente referido, que exhibe caracteres distintos del ámbito extraconcursal genérico, y que está regulado por principios y normas igualmente diferentes de las comunes del derecho civil o comercial.

"3. c) Procede examinar con algún mayor detenimiento la norma legal en cuestión, a efectos de determinar el real significado del cciv. 1185 bis, según el cual los boletos de compraventa otorgados a terceros de buena fe que hayan pagado cierta parte del precio, serán oponibles al concurso o quiebra del vendedor.

"Adelanto mi juicio en el sentido de que la locución "serán oponibles" debe entenderse como significando, en términos técnicos precisos, "serán exigibles". Más brevemente: el concepto "oponibles" debe entenderse como "exigibles".

"En tiempos anteriores a la vigencia del cciv.1185 bis, era doctrina legal que "No procede la demanda por escrituración de un inmueble, deducida por el titular del boleto de compraventa, cuando el vendedor, con posterioridad a su otorgamiento, ha caído en quiebra, aún habiendo mediado tradición y pago del precio" (CNCom., en pleno, 29.11.67, "Lozzi, Eleodoro I. c. Socha SA s/quiebra", ED, 20-497; LA LEY, 128-925).

"Empero, esa doctrina legal no significaba que el boleto de compraventa fuese inoponible a la quiebra, con el alcance de carecer de eficacia; bien al contrario, el boleto era oponible a la quiebra -o eficaz frente a ella-, puesto que el adquirente por tal instrumento podía ser verificado como acreedor quirografario de la obligación de dar constituida por la restitución del precio recibido por el fallido -restitución sometida, ciertamente, a la ley del dividendo-.

"Lo que ocurría era que la obligación asumida por el sujeto luego fallido -esto es: la obligación de hacer consistente en otorgar la escritura traslativa de dominio- resultaba no exigible frente a la quiebra, pues el decreto de falencia producía la conversión de la obligación de hacer (escriturar) en una obligación de dar (restituir el precio cobrado).

"Es claro, pues, que el boleto no era exactamente inoponible a la quiebra (pues poda ser opuesto para verificar el crédito quirografario referido a la restitución del precio pagado), sino que resultaba inexigible la prestación prometida en el boleto de compraventa por el luego fallido (escriturar), prestación sustituida por la de restituir el precio (en la medida de la ley del dividendo, claro).

"Las precedentes afirmaciones valen, ante todo, por sus propios fundamentos, pero además derivan de varias consideraciones expuestas en el fallo plenario mencionado, de las cuales cito sólo las siguientes, extraídas del punto 10° del voto del doctor Casares (ver pág. 520 de la colección y tomo citados), quien luego de exponer la tesis que sería mayoritaria agregó: "No queda (...) otra solución que la precedente cuando la obligación de hacer deja de ser susceptible de cumplimiento directo, esto es, su transformación en obligación de dar, y esa obligación de dar a cargo de la masa, consistente en el precio pagado, debe satisfacerse a prorrata".

"Es claro, pues, que con anterioridad a la vigencia del cciv. 1185 bis, el boleto era oponible a la quiebra, aunque no exigible la obligación de hacer prometida por el luego fallido, que por causa de la quiebra se transformaba en obligación de dar, en obligación de restituir el precio cobrado por el luego quebrado.

"Por tanto, al disponer el cciv. 1185 bis que el boleto es oponible a la quiebra del vendedor significó, en rigor técnico, que la misma prestación prometida en ese boleto es exigible a la quiebra -o, si se prefiere, dispuso que la obligación de hacer prometida por el luego quebrado continuaba inalterada, no convertida en obligación de restituir el precio cobrado; consecuentemente, aquella originaria obligación no alterada es ahora directamente exigible a la quiebra, en tanto que el boleto era antes y es ahora, oponible a la quiebra del vendedor-.

"Desde la perspectiva expuesta, las previsiones del cciv. 1185 bis y 2505 tienen alcances distintos: el primero dispone la exigibilidad frente a la quiebra de la misma obligación originaria asumida, por boleto de compraventa, por el vendedor luego fallido; el segundo establece la inoponibilidad de dicho boleto de compraventa frente al tercero interesado, como lo es el acreedor embargante del vendedor o, quizá y según algún autor, sólo frente el tercero registral, como lo es el acreedor embargante registral del vendedor.

"4. En síntesis: a) la previsión del cciv. 2505 es aplicable al ámbito extraconcursal en general, en tanto que la del cciv. 1185 bis modifica el régimen solamente en referencia al ámbito concursal en particular (ver apartado 3.a.), modificación justificada y razonable (apartado 3.b.); y b) sin perjuicio de lo anterior, cabe agregar que: b. 1) el sentido del cciv. 2505 es establecer la inoponibilidad del título de adquisición o transmisión de derechos reales respecto de terceros interesados o, quizá, sólo respecto de terceros registrales, cuando ese título no haya sido registrado; b. 2) de su lado, el significado del cciv. 1185 bis es disponer la subsistencia y la consecuente exigibilidad de la prestación de hacer (escriturar) prometida por el vendedor luego fallido.

"Se advierte claramente, pues, que el cciv. 2505 y el 1185 bis tienen ámbitos de aplicación totalmente diferentes y significados y alcances bien distintos, de modo que no parece admisible una interpretación extensiva del segundo que lleve, en definitiva, a la derogación de primero.

"Por tanto, juzgo que el cciv. 1185 bis no es aplicable fuera de un proceso concursal, o de una cuestión planteada en el marco de un proceso concursal; dicha norma no es aplicable frente a un embargo decretado en una ejecución individual, de modo que no protege al adquirente con boleto que tiene la posesión de buena fe del inmueble embargado y que ha pagado su precio o parte de él, ni protege a la actora de autos -adquirente del inmueble por causa del convenio de partición, que ha cumplido su prestación para con el enajenante, y que posee de buena fe ese inmueble-."

Reitero hoy ese juicio, y las consideraciones que lo preceden.

2. c) En su expresión de agravios, las terceristas no hicieron referencia alguna a la norma específicamente aplicable al caso sub examine, y que define su solución: la regla del cciv. 2505, mencionada en el apartado 2.a. de esta ponencia y no desplazada por la del cciv. 1185 bis -según lo dicho en 2.b.-; de tal modo, el esfuerzo argumental de las recurrentes no puede sino fracasar.

Visto lo que omitieron considerar las terceristas, cabe examinar algunos de los argumentos que sí formularon.

2. c. 1) Reiteradamente destacaron que, con arreglo al cpr 228 "in fine", la inhibición general de bienes no otorga preferencia alguna a la inhibiente.

El argumento está fuera de la cuestión, pues no se trata aquí de un tema de preferencias de esa medida cautelar respecto de otras, sino de la eficacia de la misma.

Desde esta perspectiva, es obvio que la inhibición produjo en los inhibidos la interdicción de perfeccionar la transmisión de bienes mediante la escrituración y ulterior inscripción registral de la misma; sostener lo contrario significaría tanto como privar de efectos a la inhibición, lo cual carece de toda lógica.

2. c. 2) Ciertamente, ni la acreedora inhibiente, ni la sentencia apelada pusieron en duda la autenticidad de la documentación que esgrimen las terceristas; tampoco lo hace este Juez de Cámara, quien acepta la buena fe con que actuaron los llamados a las sucesiones de José Serafín Alberio y de María Luisa Prada de Alberio.

Empero, ello también está fuera de la cuestión: no se trata aquí de los derechos personales de las iniciadoras de esta causa ni de su buena fe, sino de los efectos de la medida cautelar anotada contra algunos de los partícipes en los actos que generaron aquellos derechos.

Actos que, ciertamente -y como también lo señalaron reiteradamente las apelantes- son muy anteriores -algunos- y bastante anteriores -otros- a la traba de la inhibición; mas ello es indiferente porque la inhibición surte efecto desde su inscripción y desde ese momento opera la interdicción de los inhibidos, que pudieron celebrar el acto pero no perfeccionarlo mediante la escrituración del mismo.

2. c. 3) Afirmaron en fs. 306 las recurrentes que el convenio oportunamente celebrado "... sustrae del patrimonio de los demandados (...) aquellos bienes inmuebles que fueran adjudicados ..." a las demandantes.

La afirmación no se compadece con la regla del cciv. 2505, según la cual esos bienes no salieron del patrimonio de los demandados en el juicio ordinario promovido por Industrias de Maíz SA -como además lo demuestra el hecho de que continúen registrados a sus nombres-; de tal manera, la presente tercería no pudo fundarse "... en la titularidad del dominio de los bienes inmuebles mencionados ...", como se sostuvo en fs. 307.

De otro lado, dijeron las actoras que "... el título de Industrias de Maíz SA no es mejor o más extenso que el que [ellas] ostentan (...) para obtener la escrituración de las partes indivisas que le fueran adjudicadas en los autos sucesorios" (fs. 3306 vta.).

La afirmación -que hace ingresar al proceso en una tercería de mejor derecho- tampoco es exacta: las terceristas tienen un derecho personal o creditorio contra quienes les adjudicaron esas cuotas partes indivisas -un derecho a la cosa, como bien dijo la sentencia-, pero ese derecho no puede ejercerse contra los obligados, sobre quienes pesa la interdicción generada por la inhibición general de bienes, la cual obsta al perfeccionamiento del convenio y a la transmisión del derecho real de dominio que aún mantienen los demandados e inhibidos en el juicio principal.

2. c. 4) Finalmente, los acuerdos que la acreedora inhibiente haya celebrado con otros demandados en ese juicio ordinario principal, tampoco influyen en la solución del presente conflicto, hasta tanto no se demuestre que aquélla cobró íntegramente su crédito, supuesto en el que la medida cautelar quedaría privada de sustento por la extinción del crédito, simplemente, y no por la procedencia de esta acción de tercería.

3. Como corolario de las precedentes consideraciones, juzgo que no procede la apelación mantenida en fs. 305 por las iniciadoras de esta causa.

Propongo al acuerdo, pues, desestimar ese recurso, confirmar la sentencia dictada en fs. 273 e imponer las costas de esta alzada a las apelantes -en tanto que vencidas en su apelación y conforme con el cpr 68-.

Así voto.

La doctora Gómez Alonso de Díaz Cordero adhiere al voto que antecede. El doctor Monti no interviene por hallarse en uso de licencia (RJN 109). Concluida la deliberación los jueces Cámara acuerdan: a) Desestimar la apelación mantenida en fs. 305 y, en consecuencia, confirmar la sentencia dictada en fs. 273. b) Las costas generadas ante esta alzada se imponen a las apelantes vencidas (cpr 68). - María L. Gómez Alonso de Díaz Cordero. - Felipe M. Cuartero.

